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 SENTENCIA DEFINITIVA.
TUXTLA GUTIÉRREZ CHIAPAS, A DOS DE SEPTIEMBRE DE 

DOS MIL VEINTISÉIS.

VISTO; para dictar sentencia definitiva en los autos que integran el 

juicio oral mercantil 1141/2025.

ACLARACIÓN PREVIA

Para evitar repeticiones innecesarias, cuando se mencione en 

esta sentencia a los siguientes conceptos, se entenderá: 

Expresión Se entenderá
Actor o accionante **** ** ***** ******* **********
Demandado o 
enjuiciado

***** ******* ***** *********** ** ***** 
*********

Cargos no 
reconocidos u 
objetados

Dos transferencias no reconocidas por la 
cantidad de $216,206.00 (doscientos dieciséis 
mil doscientos seis pesos 00/100 moneda 
nacional) (sic)*

ANTECEDENTES

1. DEMANDA. Por escrito presentado el dos de abril de dos mil 
veinticinco, **** ** ***** ******* *********, por propio derecho en 

la vía oral mercantil demandó de ***** ******* ***** *********** ** 

***** ********, las siguientes prestaciones:

a) La declaración judicial de nulidad de dos transferencias electrónicas 
no reconocidas por la cantidad de $216,206.00 (doscientos 
dieciséis mil doscientos seis pesos 00/100 moneda nacional) 
(sic).

b) La declaración judicial de nulidad absoluta de todos los intereses 
ordinarios y moratorios generados y que emanan de las dos 
transferencias reclamadas.

c) El pago de daños y perjuicios generados por la demandada.

2. TRÁMITE. En auto de once de abril de dos mil veinticinco, 

se admitió la demanda, ordenándose emplazar a la parte reo, para 

que produjera su contestación dentro del término de ley.

Emplazamiento. La diligencia de emplazamiento se llevó a cabo 

en los términos del acta que consta en autos.

Contestación a la demanda. En proveído de uno de julio de 
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dos mil veinticinco, se tuvo a la parte reo dando contestación a la 

demanda, ordenándose dar vista de dicho escrito a la parte actora; 

quien hizo uso de ese derecho. 

4. AUDIENCIA PRELIMINAR. La audiencia preliminar tuvo 

verificativo el dieciséis de julio de dos mil veintiséis donde se hizo la 

depuración de procedimiento; en la etapa de conciliación y calificaron 

las pruebas ofrecidas por las partes.

5. AUDIENCIA DE JUICIO. El dos de septiembre del presente 

año, se inició la audiencia del juicio, de desahogaron las pruebas y se 

procedió al dictado de la resolución, como consta en la videograbación 

respectiva.

CONSIDERANDO

PRIMERO. COMPETENCIA. Este órgano jurisdiccional es 
competente para resolver la presente controversia, por disponerlo los 

artículos 104, fracción II, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; 59 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación; 1090, 1092, 1094, fracciones I y III, 1390 Bis al 1390 Bis 

50 del Código de Comercio y Acuerdo General 55/20181; y que reforma 

el similar 3/2013.2 

SEGUNDO. LEGITIMACIÓN. Las cuestiones relativas a la 

legitimación procesal de las partes fueron examinadas por este órgano 

jurisdiccional en la audiencia preliminar; por lo que, al ser un aspecto 

ya decidido, se deja de hacer mayor pronunciamiento al respecto.

La parte actora acreditó su legitimación en la causa, al acudir por 

propio derecho y como titular de la cuentas bancaria en la que se 

efectuaron los movimientos que desconoce. 

Por su parte, se acreditó la legitimación de la demandada, pues 

1 Emitido por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la denominación, 
competencia, residencia, domicilio, jurisdicción territorial, y fecha de inicio de funciones del 
Juzgado de Distrito en Materia Mercantil Federal en el Estado de Chiapas, con residencia en 
Tuxtla Gutiérrez, Chiapas; así como a la distribución de asuntos entre los Juzgados de Distrito en 
la entidad federativa y residencia indicados
2 Del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la determinación del número y límites 
territoriales de los Circuitos Judiciales en que se divide la República Mexicana; y al número, a la 
jurisdicción territorial y especialización por materia de los tribunales de Circuito y de los juzgados 
de Distrito. 
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es la entidad bancaria con la que se realizó el contrato de apertura de 

cuenta bancaria.

Ahora, en cuanto a la legitimación en la causa, que no es un 

presupuesto procesal, sino una condición para obtener sentencia 
favorable, consistente en la identidad de la persona del actor, con 

aquel a quien la ley concede la acción (legitimación activa), y la 

identidad de la persona del demandado, con aquella contra la cual es 

concedida la acción (legitimación pasiva). 

La parte actora acreditó su legitimación en la causa, al acudir 

como titular de la cuenta bancaria de la que se realizaron los cargos no 

reconocidos. 

Por su parte, se acreditó la legitimación de la demandada, pues 

es la entidad bancaria que tiene bajo su cuidado el dinero de la parte 

actora, derivado del contrato de depósito bancario respectivo.

TERCERO. PROCEDENCIA DE LA VÍA. La vía elegida por la 

parte actora es correcta; sin embargo, por ser una cuestión de orden 

público, se analiza de manera oficiosa.

Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia 25/2005, emitida por 

la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación3.

3 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXI, Abril de 2005, Novena Época, 
Materia Común, página 576, registro 178665, que dice: PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN 
PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE ESTUDIARSE DE OFICIO ANTES DE RESOLVER 
EL FONDO DE LA CUESTIÓN PLANTEADA. El derecho a la tutela jurisdiccional establecido por 
el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no es ilimitado, sino 
que está restringido por diversas condiciones y plazos utilizados para garantizar la seguridad 
jurídica. Así, las leyes procesales determinan cuál es la vía en que debe intentarse cada acción, 
por lo cual, la prosecución de un juicio en la forma establecida por aquéllas tiene el carácter de 
presupuesto procesal que debe atenderse previamente a la decisión de fondo, porque el análisis 
de las acciones sólo puede llevarse a efecto si el juicio, en la vía escogida por el actor, es 
procedente, pues de no serlo, el Juez estaría impedido para resolver sobre las acciones 
planteadas. Por ello, el estudio de la procedencia del juicio, al ser una cuestión de orden público, 
debe analizarse de oficio porque la ley expresamente ordena el procedimiento en que deben 
tramitarse las diversas controversias, sin permitirse a los particulares adoptar diversas formas de 
juicio salvo las excepciones expresamente señaladas en la ley. En consecuencia, aunque exista 
un auto que admita la demanda y la vía propuesta por la parte solicitante, sin que la parte 
demandada la hubiere impugnado mediante el recurso correspondiente o a través de una 
excepción, ello no implica que, por el supuesto consentimiento de los gobernados, la vía 
establecida por el legislador no deba tomarse en cuenta. Por tanto, el juzgador estudiará de oficio 
dicho presupuesto, porque de otra manera se vulnerarían las garantías de legalidad y seguridad 
jurídica establecidas en el artículo 14 constitucional, de acuerdo con las cuales nadie puede ser 
privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante 
juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las 
formalidades esenciales del procedimiento. Luego entonces, el juzgador, en aras de garantizar la 
seguridad jurídica de las partes en el proceso, debe asegurarse siempre de que la vía elegida por 
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De las constancias procesales que integran el juicio en que se 

actúa, las cuales merecen valor probatorio pleno en términos del 

artículo 1294 del Código de Comercio4 aplicado supletoriamente 

conforme al diverso 1390 Bis 85, se desprende que la parte actora al 

instar la acción jurisdiccional eligió la vía oral mercantil, debido a la 

naturaleza de las prestaciones reclamadas.

Por tanto, conforme a lo dispuesto en los citados numerales 

1,0556 y 1,390 Bis7 del Código de Comercio, los juicios mercantiles 

son, entre otros, orales, aquellos que no tengan tramitación especial y 

en los que las contiendas cuya suerte principal es sin limitación de 

cuantía.

CUARTO. CONTIENDA A RESOLVER. 

Ahora, si la contienda a resolver –con base a la documental 

exhibida por la actora- versa sobre la nulidad de dos transferencias 
electrónicas no reconocidas:

Una por $196,207.00 (ciento noventa y seis mil doscientos 
siete pesos 00/100 moneda nacional), realizada el siete de marzo 
de dos mil veintitrés; y otra por:

La cantidad de $79,999.00 (setenta y nueve mil novecientos 
noventa y nueve pesos 00/100 moneda nacional).

el solicitante de justicia sea la procedente, en cualquier momento de la contienda, incluso en el 
momento de dictar la sentencia definitiva, por lo que debe realizar de manera oficiosa el estudio 
de la procedencia de la vía, aun cuando las partes no la hubieran impugnado previamente. 
4 Art. 1,294. Las actuaciones judiciales harán prueba plena.
5 Art. 1,390 Bis 8. En todo lo no previsto regirán las reglas generales de este Código, en cuanto 
no se opongan a las disposiciones del presente Título.
6 Artículo 1055.- Los juicios mercantiles, son ordinarios, orales, ejecutivos o los especiales que 
se encuentren regulados por cualquier ley de índole comercial. Todos los juicios mercantiles con 
excepción de los orales que tienen señaladas reglas especiales, se sujetarán a lo siguiente:
(…)
7 Artículo 1390 Bis.- Se tramitarán en este juicio todas las contiendas mercantiles sin limitación 
de cuantía.
Contra las resoluciones pronunciadas en el juicio oral mercantil no procederá recurso ordinario 
alguno.
No obstante, las partes podrán solicitar al juez, de manera verbal en las audiencias, que subsane 
las omisiones o irregularidades que se llegasen a presentar en la substanciación del juicio oral, 
para el sólo efecto de regularizar el procedimiento.
Asimismo, el juez podrá ordenar que se subsane toda omisión que notare en la substanciación, 
para el solo efecto de regularizar el procedimiento.
Si las partes estimaren que la sentencia definitiva contiene omisiones, cláusulas o palabras 
contradictorias, ambiguas u oscuras, las partes podrán solicitar de manera verbal dentro de la 
audiencia en que se dicte, la aclaración o adición a la resolución, sin que con ello se pueda variar 
la substancia de la resolución. Contra tal determinación no procederá recurso ordinario alguno.
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Mismas, que en su conjunto hacen un total de $276,206.00 
(doscientos setenta y seis mil doscientos seis pesos 00/100 
moneda nacional), el cual fue sustraída el siete de marzo de dos mil 
veintitrés, de la cuenta de depósito  *************** *** ** 

********* * ****** ** ** ******  **** ** ***** ******* ********** 

mediante SPEI saliente dirigido a ******* ******** ********** ******** 

**********, mediante traspaso a la cuenta *******************

Además, la devolución conforme al capítulo de hechos de su 

demanda, por la cantidad de $9,999.00 (nueve mil novecientos 
noventa y nueve pesos 00/100 moneda nacional), misma que 
refirió le fue sustraída.

Por tanto, el reclamo de tales cantidades, puede intentarse a 

través del juicio oral mercantil, al no tener una tramitación especial. 

Además, encuentra sustento en lo dispuesto por el referido 

artículo 75, fracción XIV8, del Código de Comercio, que establece que 

la ley reputa actos de comercio, las operaciones de bancos.

QUINTO. HECHOS. Para mejor comprensión del asunto, se 

narran de forma sucinta los antecedentes expuestos por las partes. 

La parte actora señaló que:

Celebró con la demandada un contrato de depósito bancario a la 

vista, mediante el cual se le asignó una cuenta y acceso a servicios de 

banca electrónica. 

El siete de marzo de dos mil veintitrés, de la cuenta de 

depósito  *************** *** ** ********* * ****** ** ** ****** 

**** ** ***** ******* ********** ** ******* ************* *********** 

mediante SPEI saliente dirigido a ******* ******** ********** ******** 

**********, mediante traspaso a la cuenta ******************* por 

la cantidad de $276,206.00 (doscientos setenta y seis mil 

8 Artículo 75. La ley reputa actos de comercio:
[…]
XIV. Las Operaciones de Bancos.
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doscientos seis pesos 00/100 moneda nacional), sin que mediara su 

autorización.

Al advertir dichos movimientos procedió a reportarlo ante la 

Institución bancaria, solicitando el bloqueo de su cuenta y el inicio de 

aclaraciones; sin embargo, sostiene que no obtuvo una solución 

favorable, pues la demandada determinó que la operación fue válida, 

argumentando que se efectuó con los elementos de autenticación del 

usuario, por lo que niega responsabilidad. 

Dicha transferencia carece de consentimiento y, por ende, 

resulta nula, reclamando la restitución de la cantidad transferida, el 

pago de intereses moratorios, gastos y costas.

Ahora, la parte reo al contestar la demanda, toralmente manifestó 

que:

Reconoce la existencia de la relación contractual con el actor, así 

como la apertura de la cuenta y la disposición de los servicios de banca 

electrónica; sin embargo, sostiene que la transferencia reclamada fue 

realizada de manera válida mediante el uso de los mecanismos de 

autenticación asignados al propio usuario.

El acceso a la banca móvil, así como la generación y uso de 

contraseñas, NIP y demás elementos de seguridad, son 

responsabilidad exclusiva del cliente, por lo que las operaciones 

efectuadas vía SPEI el siete de marzo de dos mil veintitrés, se 

llevaron a cabo conforme a los procedimientos establecidos, sin que se 

detectaran fallas en el sistema. 

Niega la existencia de una operación no autorizada, atribuyendo 

la transacción al uso legítimo de las credenciales del actor y, concluye 

que no le resulta imputable responsabilidad alguna, por lo que resulta 

improcedente la nulidad pretendida y la devolución de las cantidades 

reclamadas.

SEXTO. PRECISIÓN DE LA LITIS. En el presente caso, la litis se 

constriñe a determinar si a la parte actora le asiste el derecho a 
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demandar de la Institución bancaria, las prestaciones reclamadas en el 

escrito de demanda, consistentes en la nulidad de dos transferencias 
electrónicas no reconocidas:

Una por $196,207.00 (ciento noventa y seis mil doscientos 
siete pesos 00/100 moneda nacional), realizada el siete de marzo 
de dos mil veintitrés; y otra por:

La cantidad de $79,999.00 (setenta y nueve mil novecientos 
noventa y nueve pesos 00/100 moneda nacional).

Mismas, que en su conjunto hacen un total de $276,206.00 
(doscientos setenta y seis mil doscientos seis pesos 00/100 
moneda nacional), mismas que fueron sustraídas el siete de marzo 
de dos mil veintitrés, de la cuenta de depósito *************** *** 

** ********* * ****** ** ** ****** **** ** ***** ******* ********** 

mediante SPEI saliente dirigido a ******* ******** ********** ******** 

**********, mediante traspaso a la cuenta *******************

Así también, conforme al capítulo de hechos de su demanda 

señaló una operación por la cantidad de $9,999.00 (nueve mil 
novecientos noventa y nueve pesos 00/100 moneda nacional), 
misma que refirió le fue sustraída.

SÉPTIMO. EXCEPCIONES. Por cuestión de técnica 

primeramente se analizaran las opuestas por la parte demandada. 

Para ello, debe tomarse en consideración lo dispuesto por los 

artículos 1194 y 1196, en relación con el diverso 1390 bis 8, ambos del 

Código de Comercio, que establecen: “El que afirma está obligado a 
probar...”, por lo que, de conformidad con dichas disposiciones, el 

actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y la 

demandada los de sus excepciones; aludidos preceptos legales que 

disponen: 

“Artículo 1194. El que afirma está obligado a probar. En consecuencia, 
el actor debe probar su acción, y el reo sus excepciones.”
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“Artículo 1196. También está obligado a probar el que niega, cuando al 
hacerlo desconoce la presunción legal que tiene a su favor el 
colitigante.”

Así, el actor debe probar los hechos en que funda su acción y el 

reo sus excepciones y defensas; por tanto, la carga de afirmar y probar 

debe distribuirse entre las partes, según los hechos que quieran dar a 

conocer al juez, con el objeto de demostrar la validez de sus 

pretensiones. 

En consecuencia, la carga de la prueba incumbe a quien invoca 

en su favor una relación de derecho o una situación jurídica, y en la 

práctica, la aplicación de las reglas de la materia, debe atender a la 

naturaleza de los hechos que sean su objeto.

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis sustentada por la extinta 

Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y 

texto: 

“ACCIONES Y EXCEPCIONES, CARGA DE LA PRUEBA DE LAS. El 
régimen procesal general, sancionado por la doctrina y la legislación, ha 
establecido principios básicos en el sentido de que el actor debe probar 
su acción y el demandado sus excepciones, y que si el actor no probó 
su acción debe absolverse al demandado; de tal manera que el 
juzgador habrá de estudiar, ante todo, si la acción está probada, y hasta 
después de haberse decidido este punto, en sentido afirmativo, es 
cuando se procederá al examen de las excepciones opuestas con el 
objeto de combatir esa acción.”9

Siguiendo los lineamientos establecidos en el artículo 348 del 

Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al 

Código de Comercio, como lo autoriza su artículo 1054, previo al 

estudio del fondo del asunto, se deben analizar las excepciones 
propuestas por la parte demandada, dado que de resultar fundada 

alguna de ellas, sería innecesario el análisis relativo a la procedencia 

de la acción intentada.

Ahora, las excepciones hechas valer por la institución bancaria 

demandada son las siguientes:

•Falta de acción y de derecho.

•Sine actione agis.

9 Época: Sexta Época, Registro: 276621, Instancia: Cuarta Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación, Volumen XXII, Quinta Parte, Materia(s): Común, Tesis: 
Página: 10 
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•Excepción derivada de los artículos 78, 1378 y 1061 del Código 

de Comercio..

•Oscuridad en la demanda.

La excepción de oscuridad y defecto de la demanda, es 

parcialmente fundada, atendiendo a la falta de correspondencia que 

se advierte entre determinados hechos narrados por la parte actora y la 

documental que la propia promovente exhibió para sustentar sus 

afirmaciones.

En efecto, el artículo 1390 Bis 11, fracción V, del Código de 

Comercio establece que la parte actora debe narrar los hechos en que 

funde su pretensión, numerándolos y exponiéndolos sucintamente con 

claridad y precisión, además de precisar los documentos públicos o 

privados que tengan relación con cada uno de ellos. Por su parte, el 

artículo 1390 Bis 12 del mismo ordenamiento prevé que, cuando la 

demanda sea obscura o irregular, deberán precisarse los defectos que 

presente.

En ese sentido, debe señalarse que la excepción de oscuridad de 

la demanda no tiene por objeto determinar, desde este momento 

procesal, si los hechos afirmados por la actora son verdaderos o si le 

asiste razón en cuanto al fondo de su pretensión, sino verificar que la 

manera en que fueron planteados permita a la parte demandada 

conocer, de forma cierta, clara y precisa, cuál es el hecho concreto que 

se le atribuye y cuál es el monto cuya restitución o pago se pretende 

obtener, a efecto de que pueda ejercer adecuadamente su derecho de 

defensa.

Sobre el particular, la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación ha sostenido que la excepción de oscuridad de la 

demanda se actualiza cuando en el escrito inicial se exponen hechos 

en términos confusos, imprecisos o ambiguos que impiden a la 

contraparte conocer puntualmente y sin lugar a duda los motivos o las 

pretensiones reclamadas. 
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Asimismo, ha establecido que dicha excepción tiene naturaleza 

procesal y debe analizarse en la fase de depuración procesal del juicio 

oral mercantil.

Ahora, en el caso concreto, del análisis de la demanda y, 

particularmente, del estado de cuenta exhibido por la propia parte 

actora, se advierte una inconsistencia que impide tener por plenamente 

determinada la totalidad de las operaciones que afirma haber sufrido.

Esto es así, porque del referido estado de cuenta, el cual es 

prueba plena, se desprenden, en principio, dos operaciones, 
identificadas por las cantidades:

1. $196,207.00 (ciento noventa y seis mil doscientos siete 
pesos 00/100 moneda nacional), y

2. $79,999.00 (setenta y nueve mil novecientos noventa y 
nueve pesos 00/100 moneda nacional), respectivamente.

Empero, respecto de la operación identificada con el número 2, se 

observa en la propia documental exhibida por la actora que dicha 

operación aparece devuelta, circunstancia que resulta relevante, pues 

si la operación fue objeto de devolución, adicionante también consta la 

documental denominada consulta de movimientos, de la cual se 

desprende lo mismo, es decir, la devolución del monto, como se 

advierte de la siguiente imagen:
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Esto es, no existe claridad suficiente en cuanto a si dicha 

operación forma parte de la cantidad cuyo pago o restitución reclama, 

y, en su caso, cuál sería la razón por la que se considera subsistente a 

pesar de la devolución que aparece asentada en el propio estado de 

cuenta.

Aunado a lo anterior, existe una segunda inconsistencia respecto 

de la cantidad de $9,999.00 (nueve mil novecientos noventa y nueve 
pesos 00/100 moneda nacional), que la actora refiere en el apartado 

de hechos de su demanda.

Lo anterior, porque al confrontar dicha afirmación con el estado de 

cuenta que la propia actora señaló como documental relacionada con 

los hechos, no se advierte una operación por la cantidad de $9,999.00 
(nueve mil novecientos noventa y nueve pesos 00/100 moneda 
nacional), que permita establecer, de manera clara y precisa, que 

dicho importe fue efectivamente sustraído, dispuesto o cargado de la 

cuenta de la actora en los términos que ésta afirma.

Es decir, la actora afirma en su demanda que sufrió un detrimento 

por la cantidad señalada; sin embargo, la documental que ella misma 

aporta no permite identificar, con la precisión exigible en esta etapa, la 

operación que corresponda exactamente a dicho importe.

Esta discrepancia no puede ser soslayada, pues corresponde a la 

parte actora establecer con claridad cuáles son los hechos que 

sustentan su pretensión y cuál es la relación que guardan con las 

documentales que ofrece como prueba. 

Ello resulta particularmente relevante cuando se reclama la 

restitución de cantidades de dinero derivadas de determinadas 

operaciones, ya que debe existir correspondencia lógica y objetiva 

entre el hecho narrado, la cantidad reclamada, la operación que se 

atribuye y el documento con el que se pretende demostrarla.
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En consecuencia, la excepción resulta parcialmente fundada, 

únicamente por cuanto hace a las inconsistencias señaladas respecto 

de la operación identificada con el número 2 por la cantidad de 

$79,999.00 (setenta y nueve mil novecientos noventa y nueve 
pesos 00/100 moneda nacional) y de la cantidad de $9,999.00 
(nueve mil novecientos noventa y nueve pesos 00/100 moneda 
nacional), pues respecto de ellas no existe una correspondencia clara 

entre lo afirmado en la demanda y el estado de cuenta exhibido por la 

propia actora.

No obstante, lo anterior no conduce a considerar oscura o 

defectuosa la totalidad de la demanda, pues del propio estado de 

cuenta sí es posible identificar una operación que guarda 

correspondencia con la narración de la actora, concretamente aquella 

identificada con el número 1 por la cantidad de $196,207.00 (ciento 
noventa y seis mil doscientos siete pesos 00/100 moneda 
nacional).

Por tanto, al existir elementos suficientes que permiten 

individualizar dicha operación, ésta sí puede constituir materia de 

análisis dentro del presente juicio, sin que la inconsistencia advertida 

respecto de las restantes operaciones deba extenderse indebidamente 

a un hecho que sí puede ser identificado y confrontado con la 

documental correspondiente.

En consecuencia, el estudio de fondo deberá circunscribirse a la 

operación identificada por la cantidad de $196,207.00 (ciento noventa 
y seis mil doscientos siete pesos 00/100 moneda nacional), en 

tanto que es la que, de acuerdo con la documental aportada por la 

propia parte actora, puede ser individualizada y relacionada con los 

hechos de la demanda.

Lo anterior se determina sin prejuzgar sobre la eficacia 

probatoria de dicha operación ni sobre la procedencia de la acción 

ejercitada, cuestiones que deberán ser analizadas al momento de 

realizar el estudio de fondo y valorar, en su conjunto, las pruebas 

rendidas por las partes.

JE
SU

S L
E

O
D

A
N

 R
IO

S M
A

L
D

O
N

A
D

O
706a6620636a6633000000000000000000014f2a
26/04/29 14:45:42

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



JUZGADO DE DISTRITO EN MATERIA MERCANTIL FEDERAL EN 
EL ESTADO DE CHIAPAS

JUICIO ORAL MERCANTIL 1141/2025-3

13

Por las razones expuestas, se declara parcialmente fundada la 
excepción de oscuridad y defecto legal en la demanda, 

exclusivamente respecto de la falta de claridad y correspondencia 

existente entre lo narrado por la actora y la documental exhibida en 

relación con la operación por la cantidad de $79,999.00 (setenta y 
nueve mil novecientos noventa y nueve pesos 00/100 moneda 
nacional) y con el supuesto cargo por $9,999.00 (nueve mil 
novecientos noventa y nueve pesos 00/100 moneda nacional).

Por otra parte, por lo que hace a los restantes argumentos que 

plantean la demanda como supuestas excepciones procesales, no 
serán de tomarse en cuenta como excepciones, al no estar 

comprendidas conforme a las reglas que establece el artículo 1122 del 

Código de Comercio, aplicado supletoriamente como lo dispone el 

numeral 1390 bis 8 de la ley de la materia, los cuales disponen:

“Artículo. 1122. Son excepciones procesales las siguientes:
I. La incompetencia del juez;
II. La litispendencia;
III. La conexidad de la causa;
IV. La falta de personalidad del actor o del demandado, o la falta de 
capacidad en el actor;
V. La falta de cumplimiento del plazo, o de la condición a que esté sujeta 
la acción intentada;
VI. La división y la excusión;
VII. La improcedencia de la vía, y
VIII. Las demás al que dieren ese carácter las leyes.

Artículo. 1390 Bis 8. En todo lo no previsto regirán las reglas generales 
de este Código, en cuanto no se opongan a las disposiciones del 
presente Título”.

Por lo que su estudio habrá de ser analizado al estudiar los 

elementos constitutivos de la acción, en virtud de que las mismas no 

son propiamente excepciones sino una defensa que no tiene otro 

efecto jurídico más que negar la demanda, lo que implica, como ya se 

dijo, el arrojar la carga de la prueba a la actora y obligar al Juzgador 

entrar al estudio de la acción lo que se hará más adelante. 

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia número 583, 

visible en la página 1004 del último apéndice del Semanario Judicial de 

la Federación 1917-1988, que a la letra dice: 

“DEFENSA SINE ACTIONE AGIS.- No constituye propiamente 

JE
SU

S L
E

O
D

A
N

 R
IO

S M
A

L
D

O
N

A
D

O
706a6620636a6633000000000000000000014f2a
26/04/29 14:45:42

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



14

hablando una excepción, pues la excepción es una defensa que hace 
valer el demandado para retardar el curso de la acción o para sustituirla 
y la alegación de que el actor carece de acción no entra dentro de esa 
división. sine actione agis no es otra cosa que la simple negación del 
derecho ejercitado, cuyo efecto jurídico en el juicio solamente puede 
constituir en el que generalmente proceda la negación de la demanda, o 
sea el de arrojar la carga de la prueba al actor, y el de obligar al juez a 
examinar todos los elementos constitutivos de la acción. De donde se 
desprende que las excepciones de mérito serán materia del fondo del 
negocio”.

OCTAVO. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN. El actor ejercita la 

acción de nulidad respecto del cargo no reconocido realizado a su 

cuenta bancaria por la cantidad de $196,207.00 (ciento noventa y 
seis mil doscientos siete pesos 00/100 moneda nacional), prevista 

en el artículo 2224 y 222510 del Código Civil Federal.

Así mismo, en términos de lo previsto en el artículo 132711 del 

Código de Comercio, se procede al estudio de la acción intentada, ya 

que el régimen procesal general, sancionado por la legislación, 

establece principios básicos en el sentido de que el actor debe probar 

su acción y el demandado sus excepciones, en donde si el primero no 

lo hace el segundo debe ser absuelto.

De conformidad con la acción deducida y los hechos expuestos, 

para el acogimiento de la acción, deberán acreditarse los siguientes 

presupuestos: 

a) La existencia de la relación contractual entre las partes.

b) La existencia de la operación controvertida.

c) Que la parte actora no fue la persona que realizó la operación 

que dio origen a las prestaciones reclamadas.

En el caso, el primero de los elementos de la acción, 

consistente en la existencia de una relación contractual, se encuentra 
acreditado con lo manifestado por ambas partes, pues reconocen 

haber celebrado el contrato bancario a la vista denominado de 

“********* * ********* ********* ”; además, la parte demandada 

10 Artículo 2224. El acto jurídico inexistente por la falta de consentimiento o de objeto que pueda 
ser materia de él, no producirá efecto legal alguno. No es susceptible de valer por confirmación, ni 
por prescripción; su inexistencia puede invocarse por todo interesado.
Artículo 2225. La ilicitud en el objeto, en el fin o en la condición del acto produce su nulidad, ya 
absoluta, ya relativa, según lo disponga la Ley.
11 Artículo 1327.- La sentencia se ocupará exclusivamente de las acciones deducidas y de las 
excepciones opuestas respectivamente en la demanda y en la contestación.
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reconoce que la actora es titular de la cuenta de depósito número 

*************** radicada en  ***** ******* ***** *********** ** 

***** ********, así como que tenía habilitados los servicios de banca 

electrónica, incluyendo la banca móvil, a través de los cuales se realizó 

la transferencia electrónica el siete de marzo de dos mil veintitrés, 
mediante SPEI saliente dirigido a ******* ******** ********** ******** 

**********, mediante traspaso a la cuenta ******************* por 

la cantidad de $196,207.00 (ciento noventa y seis mil doscientos 
siete pesos 00/100 moneda nacional), señalando que dicha 

operación se efectuó mediante el uso de los mecanismos de 

autenticación asignados al propio usuario.

Así mismo, en relación con el segundo elemento de la acción, 

se encuentra demostrado con las afirmaciones realizadas por las 

partes en sus escritos de demanda y contestación, en los que 

medularmente refirieron que se realizó el movimiento de la cuenta 

bancaria de la actora, consistente en un cargo u operación, por la 

cantidad de $196,207.00 (ciento noventa y seis mil doscientos siete 
pesos 00/100 moneda nacional), el siete de marzo de dos mil 
veintitrés, de la cuenta de depósito número  *************** 

radicada en  ***** ******* ***** *********** ** ***** ********, 

mediante  ************* *********** SPEI saliente, dirigido a  ******* 

******** ********** ******** ********** , mediante traspaso a la 

cuenta ******************.

Máxime que, lo anterior fue materia del acuerdo sobre hechos 
no controvertidos celebrado por las partes en audiencia preliminar de 

cuatro de marzo de dos mil veintiséis. 

Por lo cual, el hecho consistente en el vínculo contractual que 

hay entre la parte actora y la institución bancaria demandada, así como 

la titularidad de la cuenta bancaria de la parte accionante, quedó 

plenamente acreditado en el presente juicio.

En relación con el TERCER ELEMENTO DE LA ACCIÓN, 

consistente en que la parte actora no fue la persona que realizó el 
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movimiento bancario que dio origen a las prestaciones 
reclamadas, enseguida, se esclarecerá a quien correspondió acreditar 

ese elemento y si se cumplió o no con esa carga probatoria.

Lo anterior encuentra sustento legal en la jurisprudencia del 

Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, que 

dice: PRUEBA EN JUICIOS MERCANTILES. MATERIA DE LA. 
SOLO LA CONSTITUYEN LOS HECHOS CONTROVERTIDOS.12

Primeramente, debe tenerse en consideración que la parte 

accionante, niega lisa y llanamente haber realizado el cargo no 
reconocido; así como, haber otorgado su consentimiento para ello.

En oposición, la parte demandada sostiene que la parte actora 
realizó el movimiento bancario objetado, toda vez que ésta fue 

ejecutada mediante el uso de los mecanismos de autenticación 

vinculados a la cuenta del propio usuario, tales como la banca móvil, 

usuario, contraseña y NIP, sin que se registraran fallas en los sistemas 

de la institución. 

Aunado a que, el resguardo y uso de dichos elementos de 

seguridad corresponde exclusivamente al cliente, por lo que la 

operación debe considerarse válida y atribuible al actor.

En ese tenor, si como se indicó, la parte demandante niega lisa y 

llanamente haber realizado el cargo no reconocido, respecto del cual 

reclama su nulidad, así como haber otorgado su consentimiento para 

ello y, por el contrario, la moral enjuiciada afirma que su contraparte fue 

quien los realizó.

Así mismo, conviene precisar, que al contestar la demanda, el 

apoderado del banco enjuiciado, afirmó que, el actor realizó el 

movimiento bancario objetado puesto que únicamente pudo realizarse 

con los medios automatizados y/o electrónicos, resaltando que el 

referido medio de autenticación lo tiene bajo su resguardo y 

responsabilidad y es la única persona que conoce sus claves de 

identificación y, por ende, es quien realizó la transferencia electrónica.

12 Época: Octava Época, Registro: 213647, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: 
Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Núm. 73, Enero de 1994, Materia(s): Civil, 
Tesis: I.4o.C. J/56, Página: 61.
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Por tanto, en el caso particular resulta inconcuso que tratándose 

de operación bancaria no reconocida, la carga de la prueba recae 
en la institución bancaria demandada; quien debe demostrar haber 
seguido el procedimiento exigido para las operaciones 
impugnadas por las disposiciones de carácter general, aplicables 
a las instituciones de crédito.

Apoya lo anterior, el criterio XV.5o.7 C (9a.) sustentado por el 

Quinto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, visible en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época; Libro 

I, Octubre de 2011, Tomo 3, Materia Civil; página 161213.

Establecido lo anterior, respecto al tema de la nulidad de 

operaciones no reconocidas; la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, determinó que cuando se demanda la nulidad de 

cargos originados mediante la digitalización de un número de 

identificación personal, porque el usuario niega haberlos realizado, es 

la institución bancaria quien está obligada a ofrecer las pruebas 

pertinentes que acrediten que fue el propio usuario quien realizó dicha 

transacción. Ello es así, porque la institución bancaria es la que cuenta 

con dispositivos y mecanismos que facilitan la aportación de pruebas, 

al ser las encargadas de la implementación de las medidas de 

seguridad a efecto de poder verificar no solo los montos de las 

disposiciones o los cargos, sino la efectiva utilización del número de 

identificación personal de los usuarios.

En esas condiciones, concluyó la superioridad, si la institución 

financiera quiere gozar de la presunción legal de tener como emisor al 

13 “CARGA DE LA PRUEBA EN LOS JUICIOS MERCANTILES DERIVADOS DE LAS RELACIONES 
ENTRE LOS BANCOS Y SUS CLIENTES. CORRESPONDE A LAS INSTITUCIONES BANCARIAS 
DEMOSTRAR LA LEGALIDAD DE LAS DISPOSICIONES REFLEJADAS EN LOS ESTADOS DE 
CUENTA DEL USUARIO, SIEMPRE QUE ÉSTE LAS NIEGUE. De conformidad con los artículos 1194 
y 1195 del Código de Comercio, la carga de la prueba en los juicios mercantiles derivados de las 
relaciones que surgen entre los bancos y sus clientes recae en la institución prestadora del servicio, 
siempre que el usuario niegue haber efectuado o autorizado las disposiciones que aparecen reflejadas 
en los estados de cuenta que recibe, pues corresponde al banco demostrar la legalidad de los retiros 
que afirma existieron y que su cliente niega, al ubicarse en una situación ventajosa frente al usuario 
que es la parte débil de la contratación, generando que recaiga en las instituciones bancarias la 
demostración de los hechos controvertidos, toda vez que tienen mayor facilidad para aportar los 
medios de convicción que justifiquen su actuación, como son, los comprobantes que muestran la forma 
y los términos en que se efectuaron los retiros. Lo que no sucede con el usuario del servicio, quien 
encuentra serias limitaciones para justificar que no llevó a cabo los retiros objeto de la controversia o 
que estos últimos fueron realizados sin su consentimiento”.
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que envió el mensaje de datos, debe probar los procedimientos de 

identificación que fueron utilizados durante la transacción y que fueron 

acordados con el usuario, así como que esos procedimientos cumplen 

con los requisitos previstos para la verificación de la fiabilidad de las 

firmas electrónicas, esto es, que los datos de creación del mensaje en 

el contexto en que se utilizaron corresponden exclusivamente al 

emisor, sin que el sistema en sí mismo haya sido alterado por algún 

agente exterior.

Aclaró la Sala del Máximo Tribunal del País, que a fin el que el 

juez esté en posibilidad de aplicar en favor de la institución bancaria la 

aludida presunción de tener como emisor al que envió en mensaje de 

datos, se necesita la exhibición de mayores elementos para demostrar 

la fiabilidad del método para la generación de la firma, por lo que una 

vez que la institución bancaria acredite que no se vulneró el sistema 

durante la transacción y que tomó las medidas de seguridad 

necesarias; entonces, la carga de la prueba se le revertirá al usuario 

quien tendrá el deber de desvirtuar lo aportado por aquella.

Se cita como apoyo, la tesis I.3O.C.518 C, sustentada por el 

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 

publicada en el semanario judicial de la federación y su gaceta, Novena 

Época, Tomo XXII, Noviembre de 2005, con registro 17662114.

14“TRANSFERENCIA ELECTRÓNICA DE FONDOS. CARGA DE LA PRUEBA SOBRE LA 
AUTORIZACIÓN DE OPERACIONES. La transferencia electrónica es un instrumento de pago 
mediante el movimiento de fondos consistente en el cargo que recibe la cuenta del ordenante y el 
abono que se produce en la cuenta del beneficiario. En la utilización de ese medio de pago, es 
necesaria la intervención de uno o varios bancos, según se trate de una operación entre cuentas de 
una misma institución de banca múltiple o interbancaria, de tal suerte que los bancos actuarán como 
expedidores, intermediarios o receptores de los fondos, e incluso, con todas esas funciones a la vez, 
para el supuesto de traspasos entre cuentahabientes de una misma entidad bancaria. Sin embargo, 
para que los bancos actúen en esa cadena de relaciones, es indispensable que exista un iniciador de 
tal secuencia, o sea, un cuentahabiente ordenante, y un destinatario final que concluya el enlace de 
nexos, esto es, un cuentahabiente beneficiario. En efecto, las operaciones de transferencia electrónica 
de fondos, entre ellas las destinadas para el pago de los impuestos federales, son realizadas por los 
propios depositantes, a través de una institución crediticia, quien a su vez utilizará el servicio prestado 
por la cámara de compensación respectiva en caso de operaciones interbancarias. Dada esa particular 
mecánica, es menester acreditar, en caso de una transferencia cuyo importe no se acepta como cargo 
a la cuenta de la parte ordenante de la operación, que dicha operación fue realizada directamente por 
la institución de crédito, incumpliendo así su obligación de abstenerse de realizar retiros que sólo 
puede hacer la parte depositante. Empero, debe considerarse que la transferencia de fondos se realiza 
en forma electrónica, de tal suerte que es el sistema computacional del contribuyente el que se enlaza 
con el sistema del banco, y en ambos sistemas informáticos quedan registradas las operaciones de 
envío de la instrucción y recepción de la misma, lo que permite al cuentahabiente obtener un 
comprobante de la operación, pero también el sistema de la institución bancaria registrará de manera 
automática, como corresponde a los programas informáticos operados por computadoras, la 
autorización, asignándole un número, con fecha, monto, origen y destino. Lo anterior, genera que sea 
el banco quien tenga mayores elementos para acreditar no sólo la realización de las operaciones de 
transferencias electrónicas de fondos, sino también las autorizaciones correspondientes a cada una de 
ellas, ya que únicamente con base en la orden recibida por el sistema informático de la institución de 
crédito se puede realizar el traspaso automatizado de capitales. De hecho, en todas las operaciones de 
pagos a terceros, como proveedores de bienes y servicios, realizadas por los cuentahabientes de las 
instituciones de crédito, es necesario que éstas lleven un registro de las autorizaciones efectuadas por 
sus clientes, como prevé el artículo 57 de la Ley de Instituciones de Crédito. Por ende, cuando el 
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Máxime que, son las administradoras de sus sistemas 

informáticos, las responsables de su manejo y de establecer las 

medidas de seguridad necesarias para que las operaciones sean 

realizadas directamente por el usuario. 

A mayor abundamiento, cabe precisar que la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, mediante jurisprudencia 1a./J. 

17/2021 (10a.), dispuso que no puede presumirse la fiabilidad de la 

banca electrónica a partir de la mera acreditación de que una 

transferencia se llevó a cabo utilizando un determinado mecanismo de 

autenticación por parte del usuario.

Al respecto, se establece que dicha presunción solamente se 

puede obtener una vez que la institución bancaria demuestre haber 

seguido el procedimiento exigido por las disposiciones de carácter 

general, aplicables a las instituciones de crédito, emitidas por la 

Comisión Nacional Bancaria y de Valores.

Además, que a partir de que actualmente se conocen diversas 

maneras de poder obtener fraudulentamente datos de los clientes o 

vulnerarse contenido electrónico para realizar operaciones sin el 

consentimiento de los usuarios, la presunción en el sentido de que las 

operaciones realizadas mediante mecanismos electrónicos son 

infalibles no puede prosperar, por lo que no es posible trasladar, en un 

primer momento, la carga de la prueba al usuario del servicio. 

Máxime si, se considera la tecnicidad de los sistemas digitales por 

medio de los cuales se presta el servicio de la banca electrónica lo que 

ordenante de la transferencia niega haber dado una autorización al banco del cual es cuentahabiente 
para que se hiciera esa operación, y la institución bancaria afirma que sí recibió la instrucción 
correspondiente, corresponde la carga probatoria a esta última, tanto por ser quien conserva un 
registro de operaciones que, inclusive, reflejará en los estados de cuenta que tiene que remitir a sus 
cuentahabientes, como por la circunstancia de que así se desprende de la asignación de las cargas 
probatorias en cuanto a las afirmaciones y negaciones de hechos establecida en los artículos 1194 y 
1195 del Código de Comercio. Así, por regla general, la carga de la prueba sobre la existencia de la 
autorización para efectuar una transferencia electrónica de fondos corresponde a la institución 
bancaria, sin embargo, cuando el cuentahabiente afirma que el banco duplicó el traspaso por un error 
atribuible al mismo, a pesar de existir el registro de dos autorizaciones distintas, toca al propio 
cuentahabiente demostrar que fue el banco quien se apartó de la forma de operar un pago a terceros, 
y en particular una transferencia electrónica, para lo cual podrá exigir no sólo la aportación de los 
registros del banco sino, inclusive, ofrecer la prueba pericial en informática, entre otros medios de 
comprobación a su alcance”.
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representa un obstáculo excesivo a efecto de que el usuario del 

servicio pudiera demostrar su pretensión, además de que el banco es 

quien cuenta con la infraestructura necesaria para generar la evidencia 

presentada ante los órganos jurisdiccionales. 

De manera tal que la institución financiera es quien debe acreditar 

que los procedimientos de identificación que fueron utilizados durante 

la transacción y que fueron acordados con el usuario se emitieron 

correctamente, además de la fiabilidad del procedimiento que se utilizó 

para autorizar la transacción. 

Consecuentemente, una vez acreditado que se siguió el 

procedimiento normativamente exigido de la institución financiera para 

la operación impugnada y que no se tuvo conocimiento de incidentes 

que comprometieran los datos del cuentahabiente, sólo entonces la 

carga de la prueba se revertirá al usuario quien tendrá el deber de 

desvirtuar lo aportado por aquélla, sin que lo anterior implique la 

imposición a los bancos de una carga imposible consistente en la 

demostración de la fiabilidad abstracta de todo su sistema ante 

cualquier tipo de riesgo, sino sólo de aquellos que se pudieran llegar a 

materializar. Se cita la tesis antes referida de la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación:

“TRANSFERENCIAS ELECTRÓNICAS BANCARIAS. CUANDO 
SE RECLAME SU NULIDAD, CORRESPONDE A LA INSTITUCIÓN 
BANCARIA DEMOSTRAR QUE SE SIGUIERON LOS 
PROCEDIMIENTOS ESTABLECIDOS NORMATIVAMENTE PARA 
ACREDITAR SU FIABILIDAD. Criterio jurídico: La Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que no puede 
presumirse la fiabilidad de la banca electrónica a partir de la mera 
acreditación de que una transferencia se llevó a cabo utilizando un 
determinado mecanismo de autenticación por parte del usuario. Al 
respecto, se establece que dicha presunción solamente se puede 
obtener una vez que la institución bancaria demuestre haber seguido el 
procedimiento exigido por las disposiciones de carácter general, 
aplicables a las instituciones de crédito, emitidas por la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores. En ese sentido, una vez acreditado 
que se siguió debidamente el procedimiento normativamente exigido 
de la institución financiera para la operación impugnada y que no se 
tuvo conocimiento de incidentes que comprometieran los datos del 
cuentahabiente, sólo entonces la carga de la prueba se le revertirá al 
usuario quien tendrá el deber de desvirtuar lo aportado por aquélla. 
Justificación: Las disposiciones aludidas establecen la previsión de 
contenidos mínimos para el funcionamiento de la banca electrónica 
tratándose de las transferencias de recursos, dentro de los que 
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destacan: a) la introducción de mecanismos complejos de 
autenticación del usuario divididas en cuatro categorías; b) el 
establecimiento de operaciones con las cantidades dinerarias máximas 
que pueden llevarse a cabo bajo determinado medio de autenticación; 
c) la necesidad de registrar previamente las cuentas de destino, así 
como el periodo mínimo que debe transcurrir antes de poder realizar la 
transferencia, según sea el caso; y, d) la obligación de generar 
comprobantes y notificar al usuario de las transacciones. Sin embargo, 
a partir de que actualmente se conocen diversas maneras de poder 
obtener fraudulentamente datos de los clientes o vulnerarse contenido 
electrónico para realizar operaciones sin el consentimiento de los 
usuarios, la presunción en el sentido de que las transferencias 
mediante mecanismos electrónicos son infalibles no puede prosperar, 
por lo que no es posible trasladar, en un primer momento, la carga de 
la prueba al usuario del servicio; máxime si se considera la tecnicidad 
de los sistemas digitales por medio de los cuales se presta el servicio 
de la banca electrónica lo que representa un obstáculo excesivo a 
efecto de que el usuario del servicio pudiera demostrar su pretensión, 
además de que el banco es quien cuenta con la infraestructura 
necesaria para generar la evidencia presentada ante los órganos 
jurisdiccionales. De manera tal que la institución financiera es quien 
debe acreditar que los procedimientos de identificación que fueron 
utilizados durante la transacción y que fueron acordados con el usuario 
se emitieron correctamente, además de la fiabilidad del procedimiento 
que se utilizó para autorizar la transacción” 15. 

Consecuentemente, una vez acreditado que se siguió el 

procedimiento normativamente exigido de la institución financiera para 

la operación impugnada y que no se tuvo conocimiento de incidentes 

que comprometieran los datos del cuentahabiente, sólo entonces la 

carga de la prueba se revertirá al usuario quien tendrá el deber de 

desvirtuar lo aportado por aquélla, sin que lo anterior implique la 

imposición a los bancos de una carga imposible consistente en la 

demostración de la fiabilidad abstracta de todo su sistema ante 

cualquier tipo de riesgo, sino sólo de aquellos que se pudieran llegar a 

materializar.

En ese orden de ideas, es dable distinguir que en el caso que nos 

ocupa, la parte actora impugna una operación bancaria no reconocida.

La institución bancaria hace suya la impresión del estado de 

cuenta que ampara la operación controvertida, por lo que se le 

concede valor probatorio, con fundamento en los artículos 1241, 1292 y 

15Registro digital: 2023157, Instancia: Primera Sala, Undécima Época, Materias(s): Civil, Tesis: 1a./J. 
17/2021 (10a.), Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Jurisprudencia.
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1296 del Código de Comercio; de la misma se aprecia únicamente la 

existencia de la operación bancaria materia de la litis; pero no se 

acredita por la demandada de forma manifiesta e indudable, que 

hubiere sido la parte actora quien autorizó el mismo, a fin de demostrar 

su consentimiento; ya que la carga probatoria le corresponde 

ineludiblemente a la parte demandada, en esencia, porque es quien 

tiene mayor facilidad para preconstituir y aportar medios probatorios, 

por ser la administradora de dicha información.

Establecido lo anterior, tratándose de juicios donde se reclama la 

nulidad de una operación no reconocida por la parte accionante, 

consistente en transferencia bancaria, existe jurisprudencia vigente 
y obligatoria de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que aborda 

dicha temática y resuelve la interrogante de la carga de la prueba.

La Corte ha determinado que cuando se demanda la nulidad de 

los vouchers emitidos con motivo del uso de una tarjeta bancaria cuya 

autenticación se originó mediante la digitación de un número de 
identificación personal NIP, porque el usuario niega haberlos 

realizado, es la institución bancaria quien está obligada a ofrecer 
las pruebas pertinentes que acrediten que fue el propio usuario 
quien realizó dicha transacción.

Porque con independencia de que la institución bancaria 

demandada exprese que la operación reclamada se efectuó a través 

de medios electrónicos utilizando la firma electrónica del 

cuentahabiente mediante el tecleo de su número de identificación 

personal (NIP), lo que presuntivamente acredita la existencia y validez 

de las transacciones; sin embargo, es ésta la que tiene la obligación 
de aportar las pruebas pertinentes con las que se demuestre que 
fue el propio usuario quien realizó tales operaciones; esto es, que 
se trató del emisor de la autorización mediante la firma 
electrónica. 

Ello, en virtud de que las instituciones bancarias prestadoras del 

servicio son las que se encuentran en una posición dominante en la 

relación de consumo, por lo que están obligadas a garantizar la 

seguridad en todas las operaciones que se lleven a cabo con motivo de 

los contratos celebrados con sus clientes, pues son ellas las que 
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cuentan con dispositivos y mecanismos que facilitan la aportación de 

pruebas, al ser las encargadas de la implementación de las medidas de 

seguridad a efecto de poder verificar no sólo los montos de las 

disposiciones o los cargos, sino la efectiva utilización de la tarjeta que 

cuenta con mecanismo chip y del número de identificación personal de 

los usuarios.

Por tanto, si la institución financiera quiere gozar de la presunción 

legal de tener al actor como quien realizó la operación, deberá probar 

los procedimientos de identificación que fueron utilizados durante la 

transacción y que fueron acordados con el usuario, de conformidad con 

lo dispuesto en el artículo 310 de las Disposiciones de carácter general 

aplicables a las Instituciones de Crédito; y que esos procedimientos 

cumplen con los requisitos previstos para la verificación de la fiabilidad 

de las firmas electrónicas.

Sin que sea obstáculo a lo anterior, la regla establecida en el 

artículo 1196 del Código de Comercio de que corresponde probar al 

que niega, cuando al hacerlo desconoce la presunción legal que tiene a 

su favor el colitigante; pues si bien ello podría en principio trasladar la 

carga de la prueba al usuario, pues de conformidad con el artículo 90 

Bis del mismo ordenamiento legal, la institución financiera cuenta con 

la presunción legal de tener como emisario al usuario y actuar en 

consecuencia cuando se haya aplicado el método de identificación 

acordado; sin embargo para que el Juez esté en aptitud de aplicar esa 

presunción se necesita la exhibición de mayores elementos para 

demostrar la fiabilidad del método utilizado para la generación de la 

firma. 

Así, una vez que la institución bancaria haya acreditado que no se 
vulneró el sistema durante la transacción y que tomó las medidas 
de seguridad necesarias; entonces la carga de la prueba se le 

revertirá al usuario quien tendrá el deber de desvirtuar lo aportado por 

aquélla.

Es aplicable a este asunto, la jurisprudencia 1a./J. 16/2019 (10a.) 

de la Primera Sala de la Corte, visible en la página 1228, Libro 66, 

Mayo de 2019, Tomo II, Décima Época del Semanario Judicial de la 
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Federación y su Gaceta, registro digital 2019919, que se transcribe:

“NULIDAD DE PAGARÉ (VOUCHER). CARGA DE LA PRUEBA 
DE LAS OPERACIONES EFECTUADAS MEDIANTE EL USO DE 
TARJETA BANCARIA AUTORIZADAS A TRAVÉS DE LA 
DIGITACIÓN DEL NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN PERSONAL (NIP) 
EN DISPOSITIVOS DENOMINADOS ‘TERMINAL PUNTO DE VENTA’. 
Cuando se demanda la nulidad de los vouchers emitidos con motivo del 
uso de una tarjeta bancaria cuya autenticación se originó mediante la 
digitación de un número de identificación personal, porque el usuario 
niega haberlos realizado, es la institución bancaria quien está obligada a 
ofrecer las pruebas pertinentes que acrediten que fue el propio usuario 
quien realizó dicha transacción. Lo anterior encuentra justificación, 
porque con independencia de que la institución bancaria demandada 
exprese que la operación reclamada se efectuó a través de medios 
electrónicos utilizando la firma electrónica del cuentahabiente mediante 
el tecleo de su número de identificación personal (NIP), lo que 
presuntivamente acredita la existencia y validez de las transacciones; sin 
embargo, es ésta la que tiene la obligación de aportar las pruebas 
pertinentes con las que se demuestre que fue el propio usuario quien 
realizó tales operaciones, esto es, que se trató del emisor de la 
autorización mediante la firma electrónica. Ello, en virtud de que las 
instituciones bancarias prestadoras del servicio son las que se 
encuentran en una posición dominante en la relación de consumo, por lo 
que están obligadas a garantizar la seguridad en todas las operaciones 
que se lleven a cabo con motivo de los contratos celebrados con sus 
clientes, pues son ellas las que cuentan con dispositivos y mecanismos 
que facilitan la aportación de pruebas, al ser las encargadas de la 
implementación de las medidas de seguridad a efecto de poder verificar 
no sólo los montos de las disposiciones o los cargos, sino la efectiva 
utilización de la tarjeta que cuenta con mecanismo chip y del número de 
identificación personal de los usuarios. Por tanto, si la institución 
financiera quiere gozar de la presunción legal de tener como emisor al 
que envió el mensaje de datos, deberá probar los procedimientos de 
identificación que fueron utilizados durante la transacción y que fueron 
acordados con el usuario, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
310 de las Disposiciones de carácter general aplicables a las 
Instituciones de Crédito; y que esos procedimientos cumplen con los 
requisitos previstos para la verificación de la fiabilidad de las firmas 
electrónicas, esto es, que los datos de creación del mensaje en el 
contexto en que se utilizaron, corresponden exclusivamente al emisor, 
sin que el sistema en sí mismo haya sido alterado por algún agente 
externo. Sin que sea obstáculo a lo anterior, la regla establecida en el 
artículo 1196 del Código de Comercio de que corresponde probar al que 
niega, cuando al hacerlo desconoce la presunción legal que tiene a su 
favor el colitigante; pues si bien ello podría en principio trasladar la carga 
de la prueba al usuario, pues de conformidad con el artículo 90 Bis del 
mismo ordenamiento legal, la institución financiera cuenta con la 
presunción legal de tener como emisario al usuario y actuar en 
consecuencia cuando se haya aplicado el método de identificación 
acordado, como puede ser el uso de la tarjeta bancaria al cual se 
encuentra integrado un chip con el número de identificación asociado, 
que una vez tecleado fue verificado por la institución bancaria dando 
como resultado que en el voucher se insertara la leyenda: "NIP 
VERIFICADA o PIN VERIFIED"; sin embargo para que el Juez esté en 
aptitud de aplicar esa presunción se necesita la exhibición de mayores 
elementos para demostrar la fiabilidad del método utilizado para la 
generación de la firma. Así, una vez que la institución bancaria haya 
acreditado que no se vulneró el sistema durante la transacción y que 
tomó las medidas de seguridad necesarias; entonces la carga de la 
prueba se le revertirá al usuario quien tendrá el deber de desvirtuar lo 
aportado por aquélla.”

Los razonamientos anteriores no son solo aplicables a los cargos 
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por consumos en establecimientos mediante terminal punto de venta 

utilizando la firma electrónica del cuentahabiente mediante el tecleo de 

su número de identificación personal (NIP); sino que, también a las 

disposiciones de efectivo en cajero.

Puesto que, ambas hipótesis comparten la premisa de la 

jurisprudencia citada, referente al uso de la firma electrónica del 

cuentahabiente mediante el tecleo de su número de identificación 

personal (NIP).

Como se ha visto hasta aquí, para todas las operaciones no 

reconocidas por la parte actora, materia de la litis, el banco demandado 

es quien tiene la carga de probar que se siguió debidamente el 

procedimiento normativamente exigido de la institución financiera para 

la operación impugnada y que no se tuvo conocimiento de incidentes 

que comprometieran los datos del cuentahabiente.

Dicho de otro modo, el banco debe acreditar en principio que no 

se vulneró el sistema durante la transacción y que tomó las medidas de 

seguridad necesarias.

Sin que en el particular se surta alguna hipótesis con 
peculiaridades que merezcan un tratamiento distinto o matizado a 
las soluciones generales que brinda la doctrina jurisprudencial; 
verbigracia:

a) Cuando existe una confirmación parcial de datos derivado 

de un fraude mediante llamada telefónica (phishing), pero no una 

revelación total de aquéllos, lo primero que debe analizarse es si 

la institución bancaria acreditó que cada cargo se efectuó 

conforme al procedimiento normativamente exigido, como 

cualquier caso de desconocimiento de operaciones. Si el banco 

cumple con esa carga, ésta se arroja al usuario, quien deberá 

desacreditar las pruebas en torno a la operación. Si no lo hace, el 

Juez debe analizar, a la luz del caso, si los hechos del fraude son 

imputables al banco o a la falta de cuidado del usuario. 

b) Si existe un fraude por intercambio de tarjeta plástica con 
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chip sin que el usuario revele su NIP, debe analizarse si la 

institución bancaria acreditó que cada cargo se efectuó conforme 

al procedimiento normativamente exigido. Si cumple con esa 

carga, ésta se arroja al usuario. Si éste no desvirtúa las pruebas 

ofrecidas por el banco, el juzgador debe analizar si los hechos del 

fraude son imputables a la institución financiera por falta de 

seguridad en sus cajeros electrónicos al permitir la instalación de 

cámaras estenopeicas que permitan la extracción de datos 

personales o a la falta de cuidado de quien utilizó los cajeros.

c) Cuando se demande la nulidad de cargos realizados con 

una tarjeta adicional que el cliente alegó que no recibió ni activó, 

debe estudiarse si el banco probó fehacientemente que el usuario 

la recibió y, de ser así, éste debe demostrar que el sistema era 

seguro y fiable al realizar las operaciones cuestionadas.

d) Si se demanda la nulidad de cargos derivados de la 

revelación de datos personales por el alegado robo y privación 

ilegal de la libertad del usuario, la doctrina jurisprudencial es 

inaplicable, ya que no se trata de verificar si el sistema bancario 

fue vulnerado o fiable, por lo que el banco no está obligado a 

demostrar que las operaciones se realizaron conforme al 

procedimiento normativo, ya que el propio usuario acepta haber 

entregado su tarjeta y contraseñas, de forma que los movimientos 

se realizaron siguiendo las instrucciones requeridas para su 

autorización.

e) Cuando el usuario demanda la nulidad de cargos 

bancarios, pero manifiesta expresamente que reveló a un tercero 

los datos confidenciales necesarios para realizar las operaciones 

no reconocidas, la carga de la prueba se le revierte y deberá 

destruir la presunción de que el mensaje de datos en que se 

sustenta cada cargo provino de un intermediario autorizado con 

acceso a las claves del propio usuario y, por ende, aprobadas por 

éste.

Orienta al respecto la tesis I.5o.C.187 C (11a.) del Quinto Tribunal 

Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, visible en la página 207, 

Libro 45, Enero de 2025, Tomo I, Volumen 1, Undécima Época del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, registro digital 
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2029759, que reza:

“NULIDAD DE CARGOS EFECTUADOS A UNA CUENTA 
BANCARIA POR MEDIOS ELECTRÓNICOS. SUPUESTOS EN 
MATERIA DE CARGAS PROBATORIAS.

Hechos: En el juicio oral mercantil se demandó la nulidad de 
diversos cargos efectuados a una cuenta bancaria mediante 
transferencias electrónicas, retiros en cajero automático y compras en 
comercios con terminales punto de venta. La institución financiera 
demandada negó la procedencia de las prestaciones y ofreció la 
confesional a cargo del usuario. Al desahogarse, el actor manifestó que 
reveló su número de identificación personal (NIP) y las claves de acceso 
a la banca electrónica a un familiar. En la sentencia definitiva la 
autoridad jurisdiccional declaró improcedente la acción ejercida, al 
generarse la presunción de que aquél realizó los cargos, por lo que no 
analizó si el banco acreditó la fiabilidad del sistema o la falta de 
vulneración a sus sistemas al realizar los cargos.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina 
que cuando se demanda la nulidad de cargos efectuados a una cuenta 
bancaria por medios electrónicos, existen diversos supuestos en materia 
de cargas probatorias, ya que en la práctica hay casos con 
peculiaridades que merecen un tratamiento distinto o matizado a las 
soluciones generales que brinda la doctrina jurisprudencial.

Justificación: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, en las jurisprudencias 1a./J. 16/2019 (10a.) y 1a./J. 17/2021 
(10a.) estableció que, tratándose de operaciones bancarias no 
reconocidas, la carga de la prueba recae en la institución financiera, 
quien debe demostrar haber seguido el procedimiento exigido para la 
operación impugnada por las disposiciones de carácter general, 
aplicables a las instituciones de crédito. Si bien las citadas 
jurisprudencias temáticas definen las generalidades de las cargas 
probatorias y las consecuencias de su satisfacción, en la práctica existen 
problemas atípicos cuyas soluciones merecen un tratamiento distinto, 
como los siguientes:

a. Cuando existe una confirmación parcial de datos derivado de un 
fraude mediante llamada telefónica (phishing), pero no una revelación 
total de aquéllos, lo primero que debe analizarse es si la institución 
bancaria acreditó que cada cargo se efectuó conforme al procedimiento 
normativamente exigido, como cualquier caso de desconocimiento de 
operaciones. Si el banco cumple con esa carga, ésta se arroja al 
usuario, quien deberá desacreditar las pruebas en torno a la operación. 
Si no lo hace, el Juez debe analizar, a la luz del caso, si los hechos del 
fraude son imputables al banco o a la falta de cuidado del usuario.

b. Si existe un fraude por intercambio de tarjeta plástica con chip 
sin que el usuario revele su NIP, debe analizarse si la institución 
bancaria acreditó que cada cargo se efectuó conforme al procedimiento 
normativamente exigido. Si cumple con esa carga, ésta se arroja al 
usuario. Si éste no desvirtúa las pruebas ofrecidas por el banco, el 
juzgador debe analizar si los hechos del fraude son imputables a la 
institución financiera por falta de seguridad en sus cajeros electrónicos al 
permitir la instalación de cámaras estenopeicas que permitan la 
extracción de datos personales o a la falta de cuidado de quien utilizó los 
cajeros.

c. Cuando se demande la nulidad de cargos realizados con una 
tarjeta adicional que el cliente alegó que no recibió ni activó, debe 
estudiarse si el banco probó fehacientemente que el usuario la recibió y, 
de ser así, éste debe demostrar que el sistema era seguro y fiable al 
realizar las operaciones cuestionadas.

d. Si se demanda la nulidad de cargos derivados de la revelación 
de datos personales por el alegado robo y privación ilegal de la libertad 
del usuario, la doctrina jurisprudencial es inaplicable, ya que no se trata 
de verificar si el sistema bancario fue vulnerado o fiable, por lo que el 
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banco no está obligado a demostrar que las operaciones se realizaron 
conforme al procedimiento normativo, ya que el propio usuario acepta 
haber entregado su tarjeta y contraseñas, de forma que los movimientos 
se realizaron siguiendo las instrucciones requeridas para su 
autorización.

e. Cuando el usuario demanda la nulidad de cargos bancarios, 
pero manifiesta expresamente que reveló a un tercero los datos 
confidenciales necesarios para realizar las operaciones no reconocidas, 
la carga de la prueba se le revierte y deberá destruir la presunción de 
que el mensaje de datos en que se sustenta cada cargo provino de un 
intermediario autorizado con acceso a las claves del propio usuario y, 
por ende, aprobadas por éste.”

Sentado lo anterior, se procede analizar si la institución bancaria 

cumplió con dicha carga procesal con las pruebas que ofreció y le 

fueron admitidas.

Ahora, la prueba confesional a cargo de la actora, desahogada 

en la audiencia de juicio, si bien con fundamento en el artículo 1287 del 

Código de Comercio, tiene valor probatorio pleno, ya que estuvo a 

cargo de persona con capacidad para obligarse, con pleno 

conocimiento de los hechos controvertidos, quien declaró sin indicio 

alguno de coacción o violencia y respecto de hechos propios 

concernientes a esta controversia; lo cierto es que ninguna eficacia 

demostrativa aporta, ya que la persona absolvente no aceptó haber 

hecho la operación impugnada por la cantidad de $196,207.00 (ciento 
noventa y seis mil doscientos siete pesos 00/100 moneda 
nacional) –a diferencia de la manifestada por el monto de $79,999.00 
(setenta y nueve mil novecientos noventa y nueve pesos 00/100 
moneda nacional), pues refirió, le fue devuelta-, ni se desprende que 

haya realizado alguna manifestación en su perjuicio y en beneficio de 

su contraparte. 

Luego, las diversas documentales que ofrecidas y que obran en 

autos, de éstas no se advierte dato alguno que evidencie el 

consentimiento de la actora en la realización de las transacciones que 

objeta, así como tampoco prueba la fiabilidad de los sistemas de la 

institución financiera en el momento en que se efectuó las compras 

objetadas.

Entonces, de una libre valoración de los medios de prueba que 

obran en autos, se advierte que los mismos resultan ineficaces para 

probar la fiabilidad de los sistemas de la Institución financiera 

demandada al momento de la operación objetada, o en su caso que 
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hubiere sido la actora quien la autorizó.

En la inteligencia que, la institución bancaria demandada cumple 
con la carga de la prueba de acreditar en el juicio que la operación 

demandada se realizó por el actor, al exhibir las sábanas 
informativas de transacciones y la pericial en informática 
respectiva, de la que se constata que aquélla se efectuó por el 

usuario.

Dado que, el log o registro de transacciones es el documento 

con tecnicismos en materia de tecnologías de la información, que 

contiene las expresiones informáticas generadas respecto al proceso 

de autenticación del traslado del dinero.

También es preciso señalar que del informe consistente en las 

sábanas informativas de transacciones carecen de valor probatorio 

pleno, toda vez que no cuentan con la debida certificación que 

garantice su autenticidad; aunado a que, conforme a los criterios 

jurisprudenciales aplicables, las reproducciones simples únicamente 

generan un indicio o presunción de la existencia de la información que 

contienen, quedando su alcance demostrativo sujeto a su 

adminiculación con otros medios de convicción idóneos, sin que por sí 

solas resulten aptas ni suficientes para demostrar la veracidad de su 

contenido, al no existir certeza sobre su origen, integridad y 

correspondencia con la realidad de los hechos.

Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia VI.2o. J/354 

sustentada por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, 

visible en la página 46 del Número 86-1, febrero de 1995, Gaceta del 

Seminario Judicial de la Federación, Octava Época, registro digital 

208988 que señala:

“COPIAS FOTOSTÁTICAS SIMPLES, VALORACIÓN DE 
LAS. De conformidad con lo dispuesto por los artículos 129, 133 y 
136 del Código Federal de Procedimientos Civiles, las copias 
fotostáticas simples no pueden considerarse documentos 
privados, quedando en cambio comprendidas dentro de los 
medios de prueba a que se refiere la fracción VII del artículo 93 
del aludido ordenamiento adjetivo. En consecuencia, para 
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determinar su valor probatorio debe aplicarse el diverso 217 de la 
misma codificación legal y no los artículos 205 a 210 que se 
refieren a la apreciación de los documentos privados; y así, de 
acuerdo con el primero de dichos dispositivos, las copias 
fotostáticas carecen de valor probatorio pleno si no se encuentran 
debidamente certificadas, por lo que su valor probatorio queda al 
prudente arbitrio judicial, con independencia de que no hayan sido 
objetadas.”

Así como la diversa tesis de la Segunda Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, consultable en la página 219 del Tomo 

I, Primera Parte-1, junio de 1988, Semanario Judicial de la Federación, 

octava época, registro digital 206535 que refiere:

“COPIAS FOTOSTÁTICAS SIMPLES, VALOR 
PROBATORIO DE LAS. De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 217 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de 
aplicación supletoria en materia de amparo, el valor probatorio de 
las copias fotostáticas simples queda al prudente arbitrio del 
juzgador. Por lo tanto, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
considera que las copias de esa naturaleza que se presentan en 
el juicio de amparo carecen, por sí mismas, de valor probatorio 
pleno y sólo generan simple presunción de la existencia de los 
documentos que reproducen; pero sin que sean bastantes, 
cuando no se encuentran adminiculadas con otros elementos 
probatorios distintos, para justificar el hecho o derecho que se 
pretende demostrar. La anterior apreciación se sustenta en la 
circunstancia de que, como las copias fotostáticas son simples 
reproducciones fotográficas de documentos que la parte 
interesada en su obtención coloca en la máquina respectiva, 
existe la posibilidad, dada la naturaleza de la reproducción y los 
avances de la ciencia, que no corresponda a un documento 
realmente existente, sino a uno prefabricado que, para efecto de 
su fotocopiado, permita reflejar la existencia, irreal, del documento 
que se pretende hacer aparecer”.

Empero, aún la sola exhibición de un documento con 

tecnicismos (log o registro de transacciones) que no resultan 

comprensibles para el promedio de la población, no puede ser 
suficiente para demostrar que las operaciones que se encuentran 

insertas en él, fueron aprobadas con el consentimiento de la parte que 

las impugna o desconoce en un juicio; por lo que, es necesario que se 

acompañe de la debida interpretación de un perito en materia de 

informática, en la que se logre explicar con claridad el contenido de 

dicha documental y, con ello, determinar sus alcances ya que, de otro 

modo, el juzgador se encuentra impedido para conocer la verdadera 

intención y contenido de ésta, al no ser un experto en lenguaje y 
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códigos informáticos.

Sustenta lo expuesto, la tesis I.3o.C.8 C (11a.) del Tercer Tribunal 

Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, visible en la página 

3388, Libro 11, Marzo de 2022, Tomo IV, Undécima Época del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, registro digital 

2024323, de rubro y texto:

“NULIDAD DE CARGOS NO RECONOCIDOS A TARJETA DE 
DÉBITO. LA INSTITUCIÓN DE CRÉDITO CUMPLE CON LA CARGA 
DE LA PRUEBA DE ACREDITAR EN EL JUICIO RELATIVO QUE LA 
OPERACIÓN DEMANDADA SE REALIZÓ POR EL ACTOR, AL 
EXHIBIR EL LOG DE TRANSACCIONES Y LA PERICIAL EN 
INFORMÁTICA RESPECTIVA, DE LA QUE SE CONSTATA QUE 
AQUÉLLA SE EFECTUÓ DIGITANDO SU NIP.

Hechos: En un juicio oral mercantil se reclamó la nulidad absoluta 
de un cargo a una tarjeta de débito y el reembolso de la cantidad 
respectiva, ya que el actor no reconoció haberlo efectuado, pues señaló 
que le robaron aquélla. El Juez responsable en la sentencia definitiva 
determinó que el caudal probatorio ofrecido por la enjuiciada no fue 
suficiente para acreditar que existió consentimiento del actor para 
realizar la transacción controvertida, incluso, al analizar la prueba 
pericial en informática ofrecida en autos, se consideró que no fue 
suficiente para desacreditar las pretensiones de la accionante, debido a 
que la especialista no arribó a la conclusión de que el propio actor fue 
quien utilizó su clave NIP para autorizar el consumo cuestionado, sino 
que el dictamen enfatizó los procedimientos que siguen las terminales 
para la autorización de cargos; empero, no acreditó que el accionante 
hubiera sido quien efectuó la operación controvertida.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina 
que la institución de crédito cumple con la carga de la prueba de 
acreditar en el juicio que la operación demandada se realizó por el actor, 
al exhibir el log de transacciones y la pericial en informática respectiva, 
de la que se constata que aquélla se efectuó digitando su NIP.

Justificación: Lo anterior, porque si bien la posición dominante 
que ostenta la institución bancaria en estos casos la obliga a exhibir 
mayores elementos para demostrar la fiabilidad del método utilizado 
para la generación de la firma, en el caso se acreditaron esos extremos, 
conforme al artículo 1280 del Código de Comercio, es decir, sólo cuando 
se acredite que no ocurrió una vulneración al sistema durante esa 
transacción y que tomó las medidas de seguridad necesarias; entonces, 
la carga de la prueba se le revertiría al usuario quien tendrá el deber de 
desvirtuar lo aportado por aquélla. Ello, pues con la pericial en 
informática la institución de crédito demostró que la operación reclamada 
se efectuó digitando el NIP del actor, en tanto que en ese medio de 
convicción se interpretó el log de transacciones aportado en autos, 
donde se explicó con claridad el contenido de dicha documental y, con 
ello, fue posible determinar sus alcances.”

Así como, la jurisprudencia I.3o.C. J/3 C (11a.) del mismo órgano 

colegiado, consultable en la página 6220, Libro 21, Enero de 2023, 

Tomo VI, Undécima Época del Semanario Judicial de la Federación y 

su Gaceta, registro digital 2025812, que se transcribe:
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“LOG DE TRANSACCIONES. PARA QUE EL DOCUMENTO 
CON TECNICISMOS EN MATERIA DE TECNOLOGÍAS DE LA 
INFORMACIÓN INFLUYA EN EL ÁNIMO DEL JUZGADOR Y PUEDA 
DÁRSELE EL VALOR PRETENDIDO POR SU OFERENTE, ES 
NECESARIO QUE SE ACOMPAÑE DE LA INTERPRETACIÓN DE UN 
PERITO EN MATERIA DE INFORMÁTICA.

Hechos: En un juicio oral mercantil la parte actora demandó de la 
institución bancaria la nulidad judicial absoluta de diversas operaciones 
bancarias que, a su decir, no fueron autorizadas. El Juez de primera 
instancia determinó que con las probanzas que ofreció la parte 
demandada no fue posible determinar que existió el consentimiento de la 
parte actora en la realización de los cargos controvertidos, por lo que 
resolvió declarar la nulidad absoluta de las operaciones bancarias 
demandadas.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina 
que para que el documento con tecnicismos en materia de tecnologías 
de la información (log de transacciones), influya en el ánimo del juzgador 
y pueda dársele el valor pretendido por su oferente, es necesario que se 
acompañe de la interpretación de un perito en materia de informática.

Justificación: Lo anterior, porque la sola exhibición de un 
documento con tecnicismos que no resultan comprensibles para el 
promedio de la población, no puede ser suficiente para demostrar que 
las operaciones que se encuentran insertas en él, fueron aprobadas con 
el consentimiento de la parte que las impugna o desconoce en un juicio, 
por lo que es necesario que se acompañe de la debida interpretación de 
un perito en materia de informática, en la que se logre explicar con 
claridad el contenido de dicha documental y, con ello, determinar sus 
alcances ya que, de otro modo, el juzgador se encuentra impedido para 
conocer la verdadera intención y contenido de ésta, al no ser un experto 
en lenguaje y códigos informáticos”.

De ahí, que si no existe en autos una prueba que acredite que la 

parte actora sin dudas y reticencias realizó la operación no 
reconocida, consistente en una transferencia bancaria por la 

cantidad de $196,207.00 (ciento noventa y seis mil doscientos siete 
pesos 00/100 moneda nacional) o probanza que determine que el 

sistema de seguridad del banco demandado, es 100% seguro, infalible 

y que nadie los puede vulnerar, entonces no puede otorgarse razón a 

la demandada. 

A mayor abundamiento debe referirse que, los bancos, como 

intermediarios en el flujo de capitales que no le son propios, deben 

cumplir con un gran cúmulo de requerimientos o medidas de seguridad, 

transparencia y eficiencia, como parte de las prestaciones que les 

deben a sus clientes, sus sistemas deben garantizar la mayor 

seguridad de su operación.

En efecto, los artículos 46 bis, fracción IV, 77 y 96 de la Ley de 

Instituciones de Crédito16, imponen a las instituciones bancarias la 

16 Artículo 46 Bis.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores autorizará a las instituciones de 
banca múltiple el inicio de operaciones o la realización de otras adicionales a las que le hayan 
sido autorizadas, de entre las señaladas en el artículo 46 de esta Ley, cuando acrediten el 
cumplimiento de lo siguiente: 
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obligación de implementar todas las medidas de seguridad aptas para 

la protección de los valores manejados; incluidos empleados, oficinas, 

mecanismos e instrumentos utilizados; y como propietarios y 

administradores de tales mecanismos, tienen la obligación de 

establecer todo aquello que sea seguro en su manejo, como 

implementar los dispositivos y procedimientos que permitan identificar 

las operaciones realizadas y a los usuarios que las lleven a cabo, para 

la prevención de actos ilícitos y la averiguación de dichas operaciones 

y de los clientes que los realicen.

Por otra parte, la prueba instrumental y presuncional resultan 

ineficaces para acreditar los extremos que pretende la demandada, 

pues debe decirse que dichos medios de convicción no tienen 

desahogo, es decir, no tienen vida propia, pues se derivan de las 

mismas pruebas que existen en las constancias de autos.

De ahí que, no benefician los intereses de la enjuiciada, pues de 

ellos no se desprende dato alguno que acredite que las transacciones 

controvertidas se realizaron por la parte accionante accionante y, 

tampoco prueban cuales fueron los procedimientos de identificación 

que fueron utilizados durante las transacciones, y que esos 

procedimientos cumplen con los requisitos previstos para la verificación 

de la fiabilidad de sus sistema financiero, así como que, no se 

vulneraron los sistemas de dicha institución bancaria durante las 

[…] ---
 IV. Que cuenten con la infraestructura y los controles internos necesarios para realizar las 
operaciones que pretendan llevar a cabo, tales como sistemas operativos, contables y de 
seguridad, oficinas, así como los manuales respectivos, conforme a las disposiciones aplicables.
[…]”.
“Artículo 77.- Las instituciones de crédito prestarán los servicios previstos en el artículo 46 de 
esta Ley, de conformidad con las disposiciones legales y administrativas aplicables, y con apego 
a las sanas prácticas que propicien la seguridad de esas operaciones y procuren la adecuada 
atención a los usuarios de tales servicios”.
“Artículo 96.- Las instituciones de crédito deberán establecer medidas básicas de seguridad que 
incluyan la instalación y funcionamiento de los dispositivos, mecanismos y equipo indispensable, 
con objeto de contar con la debida protección en las oficinas bancarias para el público, factores y 
dependientes que las ocupen, así como del patrimonio de la institución. […] Para implementar lo 
señalado en el párrafo anterior, dichas instituciones deberán contar con una unidad 
especializada. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá dictar, mediante reglas de 
carácter general, los lineamientos a que se sujetarán las medidas básicas de seguridad que 
deberán establecer las instituciones de crédito y los prestadores de servicios o comisionistas que 
las instituciones contraten
para la recepción de recursos de sus clientes, en efectivo o cheque, en términos del artículo 46 
Bis 1 de esta Ley, y vigilará que las instituciones cumplan con las disposiciones aplicables en la 
materia.
[…]
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transacciones objetadas.

Es aplicable a lo anterior, la tesis emitida por el Tribunal Colegiado 

del Vigésimo Circuito, Octava Época, localizable en el Semanario 

Judicial de la Federación, Tomo XV, Enero de 1995, página 291, que 

dice: 

“PRUEBAS INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES Y PRESUNCIONAL 
LEGAL Y HUMANA. NO TIENEN VIDA PROPIA LAS. Las pruebas 
instrumental de actuaciones y la presuncional legal y humana, 
prácticamente no tienen desahogo, es decir que no tienen vida propia, 
pues no es más que el nombre que en la práctica se ha dado a la 
totalidad de las pruebas recabadas en el juicio, por lo que respecta a la 
primera y por lo que corresponde a la segunda, ésta se deriva de las 
mismas pruebas que existen en las constancias de autos”. 

Aunado a lo anterior, es menester referir que, la parte demandada 

omitió allegar al presente juicio medio de convicción alguno, diverso a 

los antes enunciados, que acreditara que fue la parte actora quien 

realizó el movimiento bancario controvertido; ello, aun y cuando le 

correspondía probarlo.

Por las anteriores consideraciones, se concluye que las pruebas 

ofrecidas por la enjuiciada resultan insuficientes para desvirtuar la 

afirmación de la actora respecto a que no existió la voluntad de su 

parte para efectuar las operaciones reclamadas que fueron cargadas a 

su cuenta. 

En ese tenor, toda vez que la demandada NO PROBÓ que haya 

sido la parte actora quien efectuó el cargo no reconocido; o, que se 

utilizó su clave confidencial; o que NO SE VULNERARON los sistemas 

electrónicos de dicha institución al momento de la realización de dicha 

transacción, es claro que quedó acreditado el tercer elemento de la 
acción.

En conclusión, a la luz de las pruebas desahogadas en juicio y los 

argumentos vertidos por las partes; y con apoyo en los razonamientos, 

preceptos legales, tesis y jurisprudencias invocadas en este 

considerando, se arriba a la convicción de que la parte actora acreditó 
los elementos constitutivos de la acción de nulidad ejercida.

Por ello, procede condenar a la Institución bancaria demandada, 

de conformidad con lo expuesto en el siguiente considerando.
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NOVENO. CONDENA. 

Con base en lo expuesto, de conformidad con lo dispuesto en el 

numeral 2226 del Código Civil Federal, de aplicación supletoria al 

Código de Comercio, se declara la NULIDAD ABSOLUTA de la 

operación no reconocida, materia de la litis.

El artículo 3, fracción XII, de la Ley para la Transparencia y 

Ordenamiento de los Servicios Financieros, define la “tarjeta de débito” 

como un medio de disposición asociado a depósitos de dinero a la 

vista; en este sentido, la tarjeta de débito no es más que un vehículo 

creado para beneficio de los clientes de servicios bancarios, con la 

finalidad de aportar un acceso más rápido y eficiente al dinero que 

depositan en las instituciones constituidas con dicho objeto.

Por tanto, debe concluirse que el uso del medio de disposición 

“tarjeta de débito” involucra un contrato de depósito bancario de dinero 

retirable a la vista; porque, a través de este instrumento, el depositante 

tiene pleno acceso al dinero que conserva el depositario y que está 

obligado a devolver en el momento que aquél se lo requiera.

Además, debe recordarse que la operación de crédito de depósito 

bancario tiene como base la relación contractual que surge entre el 

depositante y la institución bancaria depositaria; por ende, de la lectura 

sistemática a los artículos 267 de la Ley General de Títulos y 

Operaciones de Crédito y 333 y 334 del Código de Comercio, 

aplicables de conformidad con el numeral 2°, fracción II, del primer 

ordenamiento citado, se desprende que el depositario, aun cuando 

detenta la propiedad del dinero, está obligado a conservar lo 

depositado y a devolverlo conforme a lo convenido y, en caso de que la 

cosa (dinero) sufra menoscabo, daño o perjuicio, tendrá que 
responder al depositario.

Por ello, en el presente juicio, SE CONDENA a la parte 

demandada  ***** ******* ***** *********** ** ***** ******** a 

REEMBOLSAR o DEVOLVER a la parte actora **** ** ***** ******* 

********* la cantidad de $196,207.00 (ciento noventa y seis mil 

JE
SU

S L
E

O
D

A
N

 R
IO

S M
A

L
D

O
N

A
D

O
706a6620636a6633000000000000000000014f2a
26/04/29 14:45:42

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



36

doscientos siete pesos 00/100 moneda nacional), que tenía como 

recurso propio en la cuenta de depósito **************.

No pasa desapercibido para este juzgador, que ambas partes 

formularon alegatos con el fin de obtener sentencia favorable, sin 

embargo, no se hace pronunciamiento especial en cuanto a los 

mismos, toda vez que este juzgador los atendió y tomó en cuenta a lo 

largo de la presente sentencia a pesar de no encontrarme obligado a 

tomarlos en consideración. 

De conformidad con la jurisprudencia PR.A.C.CS. J/1 C (12a.), 

con registro digital 2031678, emitida por el Pleno Regional en Materias 

Administrativa y Civil de la Región Centro-Sur, con residencia en la 

Ciudad de México, de rubro: “ALEGATOS EN EL JUICIO ORAL 

MERCANTIL. LA PERSONA JUZGADORA NO ESTÁ OBLIGADA A 

TOMARLOS EN CONSIDERACIÓN AL DICTAR SENTENCIA”17.

DÉCIMO. NULIDAD ABSOLUTA DE TODOS LOS INTERESES 
ORDINARIOS Y MORATORIOS GENERADOS Y QUE EMANA DE 
LA TRANSFERENCIA NO RECONOCIDA DE LA CUENTA CUENTA 
NÚMERO *************** RADICADA EN ***** ******* ***** 
*********** ** ***** 
*********

Se ABSUELVE a la institución bancaria demandada, por ende, 

resulta improcedente la prestación reclamada por la parte actora 

17 “Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al 
analizar si en atención al principio de oralidad, al dictar sentencia en un juicio oral mercantil deben 
considerarse los alegatos formulados por las partes. Mientras que uno consideró que la falta de su 
estudio no resulta lesivo a la esfera jurídica de quien los formuló, ya que no forman parte de la litis; el 
otro sostuvo que no deben soslayarse en la sentencia, en atención a las características del proceso 
oral.
Criterio jurídico: En el juicio oral mercantil la persona juzgadora, al dictar sentencia, no está obligada a 
tomar en consideración los alegatos formulados por las partes.
Justificación: Si bien los alegatos constituyen una formalidad esencial del procedimiento oral mercantil, 
también lo es que se trata de la exposición verbal que realizan las partes sobre la litis planteada en el 
juicio en la etapa escrita postulatoria, adminiculándola con las pruebas ofrecidas, admitidas y 
desahogadas oportunamente en el periodo probatorio, con el objeto de obtener sentencia favorable a 
través de argumentos con los que intentan convencer a la persona juzgadora, entre otras cosas, sobre 
el alcance que consideran que debe darse a sus pretensiones en relación con las pruebas 
desahogadas en el juicio. Sin embargo, de acuerdo con el artículo 1390 Bis 38 del Código de 
Comercio, una vez desahogadas las pruebas durante la audiencia de juicio, el Juez concederá a las 
partes el uso de la palabra para formular alegatos, hecho lo cual declarará visto el asunto y dictará de 
inmediato la resolución correspondiente.
Así, el hecho de que esa clase de procesos se rijan preponderantemente por el principio de oralidad no 
implica que al dictar sentencia la persona juzgadora deba pronunciarse de manera expresa respecto 
de los alegatos formulados por las partes ni a basar en ellos su determinación como parte integrante 
de la litis, pues además de que la ley no lo prevé así, máxime si se adicionan cuestiones relativas a la 
fijación de la litis, a lo que verdaderamente está obligado el órgano jurisdiccional es a formar sus 
propias conclusiones con la fundamentación y motivación debida, al tenor del litigio planteado por las 
partes y de conformidad con las pruebas válidamente admitidas y desahogadas en las etapas 
legalmente establecidas para tales actos”.
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consistente en que se declare la nulidad absoluta de todos los 

intereses ordinarios y moratorios generados con motivo de la 

transferencia que afirma no haber reconocido y que emanó de la 

cuenta de depósito número  *************** radicada en  ***** 

******* ***** *********** ** ***** ********.

Lo anterior es así, pues de la causa de pedir expuesta en el 

escrito inicial de demanda se advierte que la operación controvertida 

tuvo como origen una cuenta de depósito bancario, y no una tarjeta 

de crédito, ni un contrato de apertura de crédito, crédito simple, cuenta 

corriente con disposición crediticia o alguna otra operación de 

naturaleza crediticia que pudiera constituir la fuente jurídica de 

intereses ordinarios o moratorios a cargo de la parte actora.

En efecto, debe distinguirse entre el acto de disposición o 

transferencia de los recursos depositados en la cuenta bancaria y la 

existencia de una obligación crediticia. 

La circunstancia de que se haya efectuado una transferencia 

electrónica que la parte actora desconoce no transforma, por sí misma, 

la relación contractual de depósito en una operación de crédito, ni 

genera automáticamente una obligación de pago de intereses 

ordinarios o moratorios propios de un crédito.

En ese sentido, los intereses ordinarios tienen como presupuesto 

la existencia de una obligación de carácter crediticio que genere una 

contraprestación por el uso o disposición de un capital ajeno; mientras 

que los intereses moratorios tienen como presupuesto el 

incumplimiento de una obligación exigible que haya generado 

previamente el deber de pago correspondiente.

Por tanto, si en el caso no se acreditó la existencia de un 

contrato de crédito del que deriven las tasas de interés cuya nulidad 

pretende la parte actora, no existe base contractual ni legal para 
declarar la nulidad absoluta de unos intereses que, en los 
términos planteados en la demanda, no constituyen una 
obligación crediticia autónoma.
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DÉCIMO PRIMERO. DAÑOS Y PERJUICIOS. 

Sin que sea el caso hacer condena de daños y perjuicios, puesto 

que no se satisfizo esa carga probatoria por parte de la actora dentro 

del juicio.

DAÑOS Y PERJUICIOS. DEBEN QUEDAR 
DEMOSTRADOS EN EL JUICIO Y SÓLO LA PRUEBA DE 
SU IMPORTE PUEDE RESERVARSE PARA LA ETAPA DE 
EJECUCIÓN DE SENTENCIA. De lo previsto en los artículos 
2108 a 2110 del Código Civil, así como el artículo 85 del 
Código de Procedimientos Civiles, ambos para el Distrito 
Federal, puede establecerse que la prueba de los hechos 
constitutivos de los daños y perjuicios expuestos como causa 
de pedir de la indemnización demandada, deben acreditarse 
necesariamente, en todos los casos, durante la etapa 
correspondiente al procedimiento de instrucción que precede 
a la sentencia definitiva de un juicio, y no en otro 
procedimiento, como pudiera ser la ejecución de sentencia o 
vía de apremio; de modo que, si no se satisface esa carga 
probatoria, el juez debe absolver de la pretensión, y sólo en 
el supuesto de que se pruebe la existencia de los daños y 
perjuicios, debe acogerse lo pedido. En cambio, sobre la 
prueba de su importe económico, debe atenderse a lo 
previsto en el último de los preceptos mencionados, en el 
cual se aprecia un orden de importancia que obedece a la 
necesidad de que, en lo posible, quede resuelto el litigio o 
que, por lo menos, se facilite la ejecución de la condena; 
pues lo preferible en primer lugar es que sea en la propia 
sentencia donde se fije el monto o cuantía al cual asciende la 
condena por daños y perjuicios, lo cual implicaría el deber 
del juez para establecerla si tiene elementos en las pruebas 
rendidas o en la ley, sobre la forma de calcular su importe; 
en segundo orden de importancia se prevé el supuesto en 
que no es posible, según los elementos de juicio a 
disposición del juez, determinar el importe de los daños y 
perjuicios, caso en el cual puede hacerse la condena a su 
pago de forma genérica, pero aun en ese supuesto, se 
impone al juez el deber de fijar, por lo menos, las bases con 
arreglo a las cuales deba hacerse la liquidación; y como 
último supuesto permisible que, por tanto, debe considerarse 
excepcional, tiene lugar cuando no se puede establecer el 
importe de la condena por daños y perjuicios en la propia 
sentencia, así como tampoco dar las bases con arreglo a las 
cuales se calcule ese importe, entonces se hace la condena 
genérica y se deja a la etapa de ejecución la determinación 
de la importancia y cuantía de la prestación.18

DÉCIMO SEGUNDO. PLAZO PARA CUMPLIR Y 

18 Época: Décima Época, Registro: 2014644, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 43, Junio de 2017, Tomo I, Materia(s): Civil, Tesis: 1a. LXV/2017 (10a.), 
Página: 578.
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APERCIBIMIENTO. 

En virtud que la sentencia que recayó al negocio no es recurrible 

de conformidad con el artículo 1390 Bis del Código de Comercio, en 

consecuencia, se otorga a la parte demandada, el plazo de cinco días, 

contados a partir de que la presente resolución sea ejecutable, 

conforme a lo dispuesto en el artículo 1079, fracción, I, del Código 

de Comercio, para que cumpla de forma voluntaria las prestaciones 

aquí reclamadas.

Bajo el apercibimiento que de no hacerlo, con fundamento en el 

artículo 1346, 1347 y relativos del Código de Comercio del Código de 

Comercio, a petición de la parte actora, dará inicio al procedimiento de 

ejecución respectivo.

DÉCIMO TERCERO. PUBLICACIÓN Y CAPTURA DE 
SENTENCIA.

Conforme a la Ley General de Protección de Datos Personales 

en Posesión de Sujetos Obligados publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el veinte de marzo de dos mil veinticinco; Ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública y Acuerdo General 

del Pleno del Órgano de Administración Judicial que establece las 

disposiciones en materia de Transparencia, Acceso a la Información 

Pública y Protección de Datos Personales, publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el once de febrero de dos mil veintiséis, se 
ordena suprimir en la versión pública los datos personales de las 

partes en el presente juicio, así como la información reservada.

Asimismo, captúrese la presente sentencia, en el Sistema Integral 

de Seguimiento de Expedientes (SISE), con la certificación secretarial 

respectiva; y agréguese al expediente el acuse de recibo electrónico 

que justifique su registro.

Por lo expuesto y fundado, y además con apoyo en los artículos 

1325 y 1327 del Código de Comercio, se decide:
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D  E  C  I  S  I  Ó  N   

PRIMERA. Este Juzgado resultó competente para conocer y 

resolver del presente juicio.

SEGUNDA. Ha procedido la vía oral mercantil.

TERCERA. Se declara la nulidad de la operación no reconocida 

por la cantidad de $196,207.00 (ciento noventa y seis mil doscientos 
siete pesos 00/100 moneda nacional), materia de la litis, así como 

sus consecuencias jurídicas.

CUARTA. Se condena a la parte demandada a reembolsar o 
devolver a la actora la cantidad materia del reclamo que tenía como 

recurso propio en su cuenta de depósito.

QUINTA. Se absuelve a la demandada respecto a decretar la 

nulidad absoluta de todos los intereses ordinarios y moratorios 
generados y que emana de la transferencia no reconocida, en los 

términos ordenados en esta sentencia.

SEXTA. Se concede a la demandada el plazo de cinco días, 

contados a partir de que la presente resolución sea ejecutable.

SÉPTIMA. Se absuelve a la parte reo del pago de daños y 
perjuicios.

OCTAVA. La presente resolución será publicable en los términos 

establecidos en la misma.

Notifíquese personalmente.

Así lo resolvió y firma Julio Adrián Rodríguez Rodríguez, 

Secretario del Juzgado de Distrito en Materia Mercantil Federal en el 

Estado de Chiapas, en funciones de Juez, conforme al Acuerdo 

General del Pleno del Órgano de Administración Judicial  AG-POAJ-
008/202519, asistido del Secretario Jesús Leodan Rios Maldonado, 
quien autoriza y da fe20. 

19 Acuerdo General del Pleno del Órgano de Administración Judicial por el que se adscriben por el que se adscriben 
a las personas electas en el Proceso Electoral Extraordinario a diversos cargos del Poder Judicial de la Federación 
2024-2025, asimismo, se comisionan, reubican y readscriben, a personas funcionarias de los Órganos 
Jurisdiccionales, se designan y, en su caso, prorrogan a personas secretarias en funciones de Personas 
Juzgadoras, publicado el catorce de septiembre de dos mil veinticinco, en el Diario Oficial de la Federación.
20 Se certifica que esta sentencia se encuentra debidamente integrada al expediente electrónico cumpliendo con el 
Acuerdo General AG-POAJ-006/2026 del Pleno del Órgano de Administración Judicial que regula la integración y 
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trámite del expediente electrónico y el uso de video conferencia en todos los asuntos de competencia de los 
Órganos Jurisdiccionales a cargo del Órgano, publicado en el Diario Oficial de la Federación el diecisiete de abril de 
dos mil veintiséis.
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Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.4f.13

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 02/09/26 20:54:08 - 02/09/26 14:54:08

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 200568963

Datos estampillados: R1imJIVtaVUKC3TRHUOAMTUtsdo=
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aEl dos de septiembre de dos mil veintiseis, el licenciado Jesús Leodan Rios

Maldonado, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado de Distrito en
Materia Mercantil Federal en el Estado de Chiapas, con residencia en Tuxtla
Gutiérrez, hago constar y certifico que en esta versión pública no existe
información clasificada como confidencial o reservada en términos de la Ley
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública. Conste.


